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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, Doce (12) de Mayo de dos mil veinte (2020)
	REFERENCIA
	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

	RADICADO
	05001-33-31-001-2017-00001-00

	DEMANDANTE
	LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN

	ACCIONADA
	MUNICIPIO DE CALDAS

	SENTENCIA NRO.
	


	Tema: El convenio asociativo de trabajo puede ser desvirtuado cuando se demuestren los elementos de una relación laboral, evento en el cual surgirá el derecho al pago de las prestaciones sociales a favor del demandante, en aplicación del principio de prevalencia de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo, conforme lo dispone el artículo 53 de la Constitución. Contrato de Prestación de Servicios. / La subordinación y la dependencia son propias de la labor que se despliega. / Contrato realidad, se configuró una relación de subordinación


El señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del Medio de Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra del MUNICIPIO DE CALDAS, con el fin de que se profieran las siguientes: 

DECLARACIONES:
“Se debe declara que es nulo el acto administrativo contenido en el oficio No 008074 del 14 de junio de 2016 firmado por el DOCTOR JOSE ALEJANDRO ZAPATA CORREA, ALCALDE (E) del MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUA), por medio del cual dicha entidad territorial negó la vinculación laboral del señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN con la misma y como consecuencia de esa negativa también despacho de manera desfavorable las prestaciones económicas de orden legal derivadas del vinculo del actor con el MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUIA).

1.Como consecuencia de la declaración anterior y toda vez que el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN debe ser restablecido en su derecho, se debe condenar al MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUIA) a reconocer y pagar a su favor los siguientes conceptos:

-las cesantías, intereses a las cesantías, vacaciones, primas de vacaciones, prima de servicios, bonificación por servicios prestados y primas de navidad causadas durante la vinculación laboral.

-la indemnización o sanción moratoria, por no haber pagado oportunamente el MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUIA), la totalidad de los salarios y las prestaciones sociales debidas al momento de la terminación del contrato de trabajo.
-la indemnización por despido injusto.

-la sanción moratoria establecida por el artículo 99 de la ley 50 de 1990 en concordancia con los artículos 13 y ss de la ley 3454 de 1996.

-el reembolso de lo pagado por aportes al sistema de seguridad social tanto en pensiones como en salud, y en riesgos profesionales teniendo en cuenta el valor que fija le ley 100 de 1993, y el reembolso de los dineros retenidos por concepto de “retención en la fuente”, durante la vinculación laboral.

-El pago del subsidio familiar causado durante la relación laboral sostenida con el MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUIA) entre las fechas indicadas por su hijo menor ALEJANDRO CARMONA MONTOYA.

-En subsidio de la indemnización moratoria establecida por el decreto 797 de 1949, solicito la indexación sobre los anteriores conceptos laborales, teniendo en cuenta la fecha en que se hicieron exigibles.

EN SUBSIDIO DE LAS ANTERIORES CONDENAS y para efectos del restablecimiento de los derechos que le corresponden al señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN solicito se le cancele una indemnización que compense el valor de los derechos prestaciones que le hubiesen correspondido de haber sido tratado como empleado publico de la entidad; en este evento también se le debe reconocer el pago de la indemnización moratoria, o en subsidio la indexación.

2. Solicito que a la sentencia se le de cumplimiento en los términos del articulo 192 del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.”
HECHOS

Manifiesta el apoderado de la parte actora que el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUÍN, trabajó en forma continua e ininterrumpida al servicio del Municipio de Caldas desde el 4 de febrero de 2013 y hasta el día 18 de noviembre de 2015 cuando le dieron por terminado en forma unilateral el vínculo jurídico, el cual estuvo bajo la modalidad de simulados contratos de prestación de servicios, los cuales sólo constituyen un disfraz a la realidad del vínculo dada la forma como prestó sus servicios, indicando además que durante la vinculación jurídica el actor siempre cumplió la jornada de trabajo que la entidad accionada le asignó.
El último salario básico mensual (denominado por el MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUIA) “HONORARIOS”) que devengó el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUÍN fue la suma de $1.213.680, suma de dinero ésta a la cual se le retuvo en forma ilegal la retención en la fuente, es así que el demandante tuvo que asumir la totalidad de los aportes por pensiones, salud y riesgos profesionales en el lapso de tiempo antes mencionado.

Afirma la parte actora que el cargo que siempre desempeñó el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN fue el de DEFENSOR DEL ESPACIO PÚBLICO correspondiéndole básicamente levantar habitantes de calle, indigentes y personas ebrias; realizar labores de vigilancia en las instalaciones del municipio, acomodar mobiliario del municipio en eventos, etc.
Arguye el apoderado que, en el oficio antes mencionado, el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUÍN siempre estuvo subordinado, pues debía cumplir horarios de trabajo, recibía órdenes, acataba los reglamentos, y en general el MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUIA) le impartió órdenes permanentes las cuales provenían de diferentes funcionarios.
Manifiesta el actor que, la entidad accionada en consecuencia disfrazó en su caso una verdadera y típica relación laboral, bajo la figura del contrato de prestación de servicios, lo que constituye un atentado contra los principios mínimos que rigen el Derecho Laboral, violando de esta forma la primacía de la realidad sobre las formas, la irrenunciabilidad de los derechos mínimos, la igualdad y la dignidad de la relación laboral.

Indica además que, el hijo menor del señor CARMONA HOLGUIN, de nombre ALEJANDRO CARMONA MONTOYA, depende económicamente de aquel y por tanto tiene derecho al pago del subsidio familiar, el cual nunca fue reconocido por la entidad aquí accionada.

Por todo lo anterior, el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUÍN envió al MUNICIPIO DE CALDAS una reclamación administrativa el día 9 de junio de 2016 mediante el cual solicitó el reconocimiento de los derechos laborales causados en su favor, dicha petición fue resuelta de manera desfavorable por la entidad accionada, mediante el acto administrativo.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
Artículo 53 de la Constitución Nacional; Artículos 1º, 5º, 8º, 12 y 17 de la Ley 6ª de 1945; artículos 5º, 6º, 8º, 9º, 14, del Decreto 3135 de 1968; Ley 4ª de 1966; artículos 42, 52, 58, 59 y 60 del Decreto 1045 de 1978; artículos 1º, 2º, 3º, 5º, 8º, 13, 16, 17, 20, 21, 24, 25, 32, 33 y 40 del Decreto 1045 de 1978. Ley 715 de 2001.

De fundamental importancia para el caso concreto resulta la sentencia C/154 del 19 de marzo de 1997 en la cual la Corte Constitucional al declarar la constitucionalidad del numeral 3º del Art. 32 de la Ley 80 de 1993.
Además, indica en su concepto de violación que la entidad territorial demandada incurrió en falsa motivación al expedir el acto administrativo que se impugna, ya que partió de una premisa equivocada, que no se adecua a la realidad. En efecto, el MUNICIPIO DE CALDAS negó el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales reclamadas por el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUÍN, aduciendo que la vinculación de este último se dio bajo “Contratos de Prestación de Servicios”, cuando la realidad es que el vínculo del señor CARMONA HOLGUÍN se dio por medio de una verdadera relación laboral en atención a las características específicas bajo las cuales se desarrolló el vínculo que ligó a las partes.  

Afirma que para el caso concreto es claro que se está en presencia de una persona que prestó sus servicios en forma continua y subordinada teniendo derecho a percibir las prestaciones sociales que se derivan de una relación de esta naturaleza. Significa lo anterior que en el acto administrativo impugnado se partió de un presupuesto falso, pues se desconoció la naturaleza real de la relación que ligó a las partes, lo que determinó que la decisión adoptada no se ciñera a la legalidad, por lo que                    es procedente anular el acto administrativo acusado, dando lugar al reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, y demás derechos que se le adeudan al señor CARMONA HOLGUÍN o en subsidio la indemnización compensatoria correspondiente (y al reconocimiento de la indemnización moratoria, o en subsidio la indexación).
TRAMITE.
Mediante auto de fecha 29 de noviembre de 2016, el Tribunal Administrativo de Antioquia, ordeno remitir el expediente por falta de competencia, una vez asignado por reparto el presente proceso, este Despacho por auto del dieciséis (16) de enero de 2017, admitió la demanda, notificando dicha actuación a la entidad accionada y al Ministerio Publico y a la agencia (fls. 84-87 del expediente). 
Dentro del término para ello, el Municipio de Caldas, dio respuesta a la demanda y propuso excepciones de las cuales se dio traslado a la parte actora la cual no se pronunció. Así las cosas, mediante providencia del diecisiete (17) de julio de dos mil diecisiete (2017), se fijó fecha para audiencia inicial para el día el cuatro (04) de octubre de dos mil diecisiete (2017) la cual se realizó en debida forma y se resolvieron allí las excepciones previas invocadas por la entidad demandada, se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas.  
Mediante auto de fecha 1 de febrero de 2018, se requirió a las partes para diligenciar los exhortos decretados, mediante auto de fecha 16 de abril de 2018, se ordeno oficiar (fls 128), para evacuar esas pruebas, se llevó a cabo audiencia el día cinco (05) de septiembre de 2018, en dicha diligencia se otorgó el término de tres días al apoderado de la parte demandada para que allegara excusa de su inasistencia, so pena de que si en dicho termino no allegara excusa, se procedería a otorgar  a las partes diez (10) días  para alegar de conclusión, así las cosas mediante auto de fecha 27 de septiembre, se resuelve solicitud y se fijo fecha de continuación de audiencia de pruebas para el día 20 de febrero de 2019 a las 10:00 a.m., diligencia que se llevó a cabo, sin que asistiera la parte demandada, razón por la cual se otorgó el termino común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión, cumplido todo el trámite procesal, se procedió a pasar a despacho para sentencia y a proferir decisión de fondo.
POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.

Dentro del término legal establecido, a través de apoderado judicial el Municipio de Caldas, manifiesta que algunos hechos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, frente a las pretensiones indica que se opone a todas, por cuanto la entidad accionada no tiene responsabilidad frente a lo pretendido por la parte actora y que sus actuaciones han sido ajustadas a los lineamientos legales, constitucionales y jurídicos a que había lugar, indicando que el municipio nunca se extralimito en las normas aplicadas, al no realizar un nuevo contrato de prestación de servicios, contratos que en virtud de l ley 80, se encuentran sin vigencia, terminado y liquidado conforme a lo establecido legal, contractual y fiscalmente.
Una vez el apoderado realiza un recuento fáctico y normativo sobre los hechos objeto de la demanda, indica que el contrato de servicios no da derecho a prestaciones sociales, puesto que el mismo esta regulado por la legislación civil, y los beneficios laborales están contemplado precisamente en la legislación laboral, por tanto, ningún beneficio laboral se puede exigir en un contrato de servicios.
Propone las siguientes excepciones:
-inexistencia del derecho reclamado: indicando que el contrato que se suscribió, no es un cargo de planta, no es un cargo misional, y no es un cargo permanente que corresponde a la administración, situación que era conocida por el demandante al momento de la suscripción del contrato. 

-buena fe del demandado: afirma que el ente al cual representa actuó de buena fe al contratar los servicios del actor, basándose en la ley 80 artículo 32 y le decreto 1082 de 2015, normas que se tuvieron en cuenta para realizar el negocio jurídico y donde además consta que el contrato esta liquidado.
-falta de los elementos de un contrato de trabajo: arguye que en el caso particular nos e puede hablar de un contrato laboral, pues si bien al actividad era desarrollada directamente por el demandante, no se encontraba bajo subordinación alguna, simplemente estaba siendo vigilado y controlado por un coordinador, solo recibía instrucciones y recomendaciones, pero jamás recibió ordenes directas de nadie, tampoco devengaba un salario, como retribución del servicio, ya que como se concluye de los contratos, solo recibía los emolumentos pactados en los mismo. 

ALEGATOS, EN CONCLUSIÓN.
Dentro del término legal para presentar alegaciones, solo se pronuncia la parte demandante en los siguientes términos.
PARTE DEMANDANTE: el apoderado de la parte demandante en escrito allegado dentro del termino legal establecido, visible a folios 197-227, se ratifica en los alegatos de conclusión presentados el 11 de septiembre de 2018 visible a folios 141- 192, allegando igualmente jurisprudencia sobre el tema acá discutido en nuestro órgano de cierre, advirtiendo que para la parte actora resulta claro que se tipificaron en todo momento los tres elementos que estructuran la relación laboral que se reclama en la demanda, además advierte que los contratos de prestación de servicios solo pueden ser utilizados cuando se trata de ejecutar labores que requieren especiales conocimientos científicos, técnicos o especializados, lo cual no se presentó en este caso, cono tampoco se tarto de actividades transitorias, igualmente tampoco puede decirse que el demandante actuó con autonomía o libertad técnica y directiva y con sus propios medios que son características de este tipo de contratos; en virtud de ello solicita se acceda a las pretensiones de la demanda.
PARTE DEMANDADA: en escrito allegado visible a folios 228-233, el apoderado del municipio de Caldas, una vez detalla normativamente y jurisprudencialmente el tema acá debatido, indica que, teniendo en cuenta que en el caso particular no se dan los elementos que configuren la relación laboral y desvirtúen el contrato de apoyo a la gestión, se nieguen las peticiones invocadas en contra del ente, dado que se probó de manera suficiente la existencia de los elementos necesarios para evidenciar un contrato de prestación de servicios constituido entre las partes, por lo tanto  no existe responsabilidad alguna en contra del municipio de Caldas.
POSICIÓN DEL PROCURADOR JUDICIAL

El Procurador judicial, guardó silencio y no intervino para presentar alegatos de conclusión.
CONSIDERACIONES

1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:
El problema jurídico se contrae a determinar si, entre el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA HOLGUIN, y el MUNICIPIO DE CALDAS, se configuró un vínculo laboral, que desnaturalizó los contratos de prestación de servicios suscritos por ambas partes y, por lo tanto, hay lugar al reconocimiento de las prestaciones sociales reclamadas y demás emolumentos a que tenga derecho, o si por el contrario, las labores realizadas con fundamento en contratos de prestación de servicios no generan la declaratoria de una verdadera relación laboral.
2. PRESUPUESTOS PROCESALES. 
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 6º artículo 155 y en el numeral 6 artículo 156 del CPACA.  

-   Legitimación: Sobre la Legitimación formal ya se pronunció el Despacho al momento de resolver la excepción en la audiencia inicial.  Procederá a realizar el análisis correspondiente frente a la Legitimación sustancial, cuando se toque el fondo de este asunto.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: Conforme a lo establecido en el artículo 164 de la ley 1437 de 2011, la demanda fue presentada dentro del término legal oportuno.
-  Requisito de Procedibilidad: El mismo se encuentra agotado, como se puede observar a folios 25-27 del expediente, donde aparece las actas de conciliación extrajudicial. 

3. MARCO NORMATIVO.
EL CONTRATO REALIDAD Y DESARROLLO JURISPRUDENCIAL.
El artículo 32 de la Ley 80 definió en su numeral tercero el contrato de prestación de servicios, así: 

“3o. Contrato de Prestación de Servicios. 

Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento especializado. 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.” 
Los apartes subrayados fueron declarados exequibles por nuestro órgano de cierre Constitucional, mediante Sentencia C-154 de 1997, con ponencia del Doctor Hernando Herrera Vergara: “salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada”, lo que significa que el trabajador puede acudir en vía judicial, a controvertir lo plasmado en el contrato, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, consagrado por el artículo 53 de la Constitución Política, el cual establece: 
“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. 

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.” 

La Honorable Corte Constitucional, en la citada sentencia, se refirió a este principio, manifestando: 

“El principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia en el asunto, en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de manera que, configurada esa relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación que haya adoptado el vínculo que la encuadra, desde el punto de vista formal. De resultar vulnerados con esos comportamientos derechos de los particulares, se estará frente a un litigio ordinario cuya resolución corresponderá a la jurisdicción competente con la debida protección y prevalencia de los derechos y garantías más favorables del "contratista convertido en trabajador" en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales.” 

En la citada sentencia, estableció las diferencias entre el contrato de carácter laboral y el de prestación de servicios, resaltando los elementos esenciales de cada uno de ellos y sin los cuales deviene en uno diferente, como se lee en el siguiente aparte: 

“b. La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y científico, constituye el elemento esencial de este contrato. Esto significa que el contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad en cuanto concierne a la ejecución del objeto contractual dentro del plazo fijado y a la realización de la labor, según las estipulaciones acordadas. Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte del personal perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo, excepcionalmente, en los casos previstos, cuando las actividades de la administración no puedan realizarse con personal de planta o requieran de conocimientos especializados, aquellas podrán ser ejercidas a través de la modalidad del contrato de prestación de servicios.”. 

Por su parte el Consejo de Estado en su Sección Segunda
, habla sobre el tema del principio de la primacía de la realidad en un contrato de prestación de servicios: 

“El principio de la primacía de la realidad sobre las formas establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, previsto en el artículo 53 de nuestra Carta Política, tiene plena operancia en aquellos eventos en que se hayan celebrado contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de tal manera que, configurada la relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación del vínculo desde el punto de vista formal, con lo cual agota su cometido al desentrañar y hacer valer la relación de trabajo sobre las apariencias que hayan querido ocultarla. Y esta primacía puede imponerse tanto frente a particulares como al Estado”.

Adicionalmente, el artículo 25 constitucional, establece que el trabajo es un derecho fundamental que goza "...en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado.". De ahí que se decida proteger a las personas que bajo el ropaje de un contrato de prestación de servicios cumplan funciones y desarrollen actividades en las mismas condiciones que los trabajadores vinculados al sector público o privado, para que reciban todas las garantías de carácter prestacional, independientemente de las formalidades adoptadas por las partes contratantes. 

Con respecto a los elementos de prueba para demostrar la relación laboral, se manifestó en la misma sentencia por parte del Consejo de Estado: 

“Para efectos de demostrar la relación laboral entre las partes, se requiere que el actor pruebe los elementos esenciales de la misma, esto es, que su actividad en la entidad haya sido personal y que por dicha labor haya recibido una remuneración o pago y, además, debe probar que en la relación con el empleador exista subordinación o dependencia, situación entendida como aquella facultad para exigir al servidor público el cumplimiento de órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo.

Además de las exigencias legales citadas, le corresponde a la parte actora demostrar la permanencia, es decir que la labor sea inherente a la entidad y la equidad o similitud, que es el parámetro de comparación con los demás empleados de planta, requisitos necesarios establecidos por la jurisprudencia,
 para desentrañar de la apariencia del contrato de prestación de servicios una verdadera relación laboral. Todo ello con el propósito de realizar efectivamente el principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de la relación laboral. 

Con relación a la calidad de empleado público, el Consejo de Estado es claro al manifestar que por el hecho de reconocer la relación laboral no se le puede otorgar la calidad de empleado público, dado que es necesario que se den los presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente posesión como lo ha reiterado la misma Corporación
, sin embargo esto no obsta para que se le reconozcan a manera de indemnización las prestaciones sociales dejadas de percibir basados en los honorarios recibidos. 

El fundamento según el cual el contratista que desvirtúa su situación no se convierte automáticamente en empleado público, no restringe la posibilidad de que precisamente luego de probar la subordinación se acceda a la reparación del daño, que desde luego no podrá consistir en un restablecimiento del derecho como el reintegro, ni el pago de los emolumentos dejados de percibir, pues evidentemente el cargo no existe en la planta de personal, pero sí el pago de la totalidad de las prestaciones sociales que nunca fueron sufragadas… 

Respecto a la liquidación de la condena, encuentra la Sala, que es razonable la posición que ha venido sosteniendo la Sección Segunda al ordenar a título de reparación del daño, el pago de las prestaciones sociales, con base en los honorarios pactados en el contrato, pues en razón a la inexistencia del cargo en la planta de personal dichos emolumentos son la única forma de tasar objetivamente los perjuicios, ya que la otra forma sería asimilarlo a un empleado de condiciones parecidas presentándose una situación subjetiva de la Administración para definir esta identidad, implicando reabrir la discusión al momento de ejecutar la sentencia”.

En relación a las prestaciones sociales a reconocer, en sentencia ya citada se ha manifestado, el Consejo de Estado acude a la clasificación que se ha hecho de estas prestaciones sobre la base de quien debe asumirlas. Unas son las que debe cancelar directamente el empleador como son entre otras las primas y las cesantías y las prestaciones sociales que se encuentran a cargo del Sistema Integral de Seguridad Social son la salud, la seguridad social, los riesgos profesionales y el subsidio familiar, que para ser asumidas o reconocidas por cada sistema debe mediar una cotización, en este caso, el empleador debe pagar la cuota parte que dejó de trasladar a las entidades de seguridad social a las cuales cotizaba el contratista.
 

En suma, el contrato de prestación de servicios puede ser desvirtuado cuando se demuestre que, además de la prestación personal del servicio y la remuneración o retribución del mismo, ha tenido también lugar la subordinación o dependencia respecto del empleador, tercer elemento esencial de la relación laboral que confiere el derecho al pago de prestaciones sociales en favor del contratista, en aplicación del principio de prevalencia de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo. 

Es importante resaltar, que el reconocimiento de la existencia de una relación laboral, no conlleva la condición de empleado público pues, como lo ha reiterado el H. Consejo de Estado, dicha calidad no se confiere por el solo hecho de trabajar para el Estado pues “(…) para acceder a un cargo público se deben cumplir todos y cada uno de los requisitos señalados en la Constitución y en la Ley (…)”.
 

Así las cosas, se concluye que, para acreditar la existencia de una relación laboral, es necesario probar los tres elementos referidos, pero especialmente, que el contratista desempeñó una función en las mismas condiciones de subordinación y dependencia que sujetarían a cualquier otro servidor público, constatando de esta manera, que las actividades realizadas no son de aquellas indispensables en virtud de la necesaria relación de coordinación entre las partes contractuales. 
4. De la prueba aportada y decretada (28-71 Y 114, 121-127, 133-136 del cuaderno No 1 )
-derecho de petición de fecha 9 de junio de 2016

-derecho de petición de petición de fecha 14 de junio de 2016 con radicado No 008074

-comunicación del 07 de octubre de 2016

-contrato de prestación de servicios No 000063 del 16 de enero de 2014, 000418 del 1 de agosto de 2014, 000071 del 19 de enero de 2015, otro si 1 adición y prorroga al contrato de prestación de servicios celebrado entre las partes No 071 del 1 de septiembre de 2015.
-relación de pagos de honorarios y deducciones de fecha 9 de junio de 2016
-Acta de inicio de contrato de prestación de servicios del día 4 de febrero de 2013

-Adición de prorroga No 1 al contrato de prestación de servicios 068 de 2013.

-Respuesta EPS SURA

-Respuesta dada por Positiva compañía de seguros

-Respuesta dada por Colmena Seguros

-Registro Civil de nacimiento

-Certificados de estudios expedidos por la I.E JOSE MARIA BERNAL SEDE JOAQUIN ARISTIZABAL.  

-Respuesta a oficios Nao 1580, 1581del 04 de octubre de 2017, dirigidos a positiva compañía de seguros y municipio de caldas
Audiencia de pruebas de fecha 05 de septiembre de 2018 cd fls 140

-Testimonios de los señores: HERIBERTO ANTONIO HOLGUÍN GALLEGO, ALFIO DE JESÚS PULGARÍN HERRERA. 
4.1 ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO
Se pretende con la demanda la declaratoria de nulidad de las resoluciones contenidas en los oficios No 008074 del 14 de junio de 2016, por medio de la cual la entidad accionada negó la vinculación laboral del demandante y como restablecimiento solicita se le paguen todas las prestaciones sociales causadas durante dicha vinculación.
Procede el Despacho a analizar los motivos que dieron origen a esta demanda, para establecer si el señor Libardo Antonio Carmona Holguín, se encontraba en la modalidad de un Contrato de Prestación de Servicios, o por el contrario se encontraba bajo una Relación Laboral, por lo anterior, se requiere hacer un análisis concienzudo de ambas figuras, así la cosas tenemos que: 

“El Contrato Estatal de Prestación de Servicios, se encuentra consagrado en la Ley 80 de 1993 artículo 32.3, el cual dice: “son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”. 

En este sentido, tenemos que, en los contratos de Prestación de Servicios, se requiere que la prueba de la relación contractual, sea notoria, es decir, que se pueda establecer con claridad si entre la demandante y la entidad demandada existía un verdadero contrato de prestación de servicios, o por el contrario una relación de tipo laboral, que es la que procede a analizarse en acto seguido.

“La Relación Laboral comprende los siguientes elementos: la actividad humana que debe ser realizada personal, libre y conscientemente, lo cual excluye la actividad no personal y el trabajo obligatorio como el realizado en cárceles o bajo la esclavitud, la relación de dependencia o subordinación de una persona física a otra natural o jurídica y el contrato de trabajo que comprende, a su vez, el elemento de la remuneración, consagrado en el artículo 5° del Código Sustantivo del Trabajo” 
Una vez tratadas ambas figuras, es importante traer a colación lo expresado por la Corte Constitucional, en la sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997, en donde se diferenció el contrato de prestación de servicios y la relación laboral y se indicó lo siguiente: 

“Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia de la prestación personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación del mismo. 

En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad independiente desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada.

(…)

En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales ; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.

Del análisis jurisprudencial anterior, se desprende entonces, que es la subordinación o dependencia el componente que diferencia al contrato de prestación de servicios del contrato de trabajo o de la relación laboral, por esto, desvirtuar un contrato de prestación de servicios, demostrando la subordinación tendrá como resultado el derecho y reconocimiento al pago de prestaciones sociales y demás emolumentos en aplicación del principio de primacía de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo.

Concierne entonces, por norma general a la parte accionante demostrar que en la realización del contrato se conformaron los elementos necesarios de una relación laboral, elementos tales como: una actividad personal, un salario y la subordinación. En este contexto, nuestro órgano de cierre en la materia ha concluido: 
“A la parte actora le corresponde acreditar los elementos de la relación laboral que se dejaron enunciados…para lograr este objetivo, tendrá que revestir el proceso, de pruebas testimoniales, documentales y demás medios que sean pertinentes... 

A través de las documentales, tendrá que demostrar por ejemplo, que las actividades asignadas mediante contrato son similares o iguales a las cumplidas por el personal de planta; que al contratista se le brindaba el trato propio de un empleado público por que recibía órdenes y llamados de atención; que se le asignaban actividades que implicaban subordinación y dependencia; que recibía por concepto de honorarios unos ingresos aproximados a los devengados por el personal de planta (para efectos de desvirtuar indiciariamente el concepto de honorarios)…

“A través de las testimoniales, podrá demostrar la subordinación, la dependencia, el cumplimiento de horario y de órdenes.”

Bajo este marco normativo, debe recordarse que cuando se reconoce la existencia de una relación laboral, al actor le asiste el derecho al pago todas las prestaciones sociales y emolumentos concebidos con la prestación del servicio, tal y como lo ha indicado el Consejo de Estado
, y no a título de compensación, como inicialmente se reconocía.

Con los anteriores referentes normativos y jurisprudenciales citados, se procede a examinar el caso concreto:
Se enuncia en el libelo de la demanda que el señor Libardo Antonio Carmona Holguín, prestó sus servicios personales al Municipio de Caldas entre el 04 de febrero de 2013 y el 18 de noviembre de 2015, desempeñando funciones ordinarias de la entidad, es así que, la prueba documental da cuenta de contratos, adiciones, con interrupciones, de la siguiente forma:
1. Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión No 000063 de 2014 y cuyo objeto era prestar los servicios personales para apoyar la recuperación y control del espacio público en conjunto con las inspecciones de policía del Municipio de Caldas (Antioquia) (fls. 35-38).
2. Contrato de prestación de servicios No. 0004181 de 2014, celebrado entre el Municipio de Caldas y el señor Libardo Antonio Carmona Holguín y cuyo objeto era prestar los servicios personales para apoyar la recuperación y control del espacio público en conjunto con las inspecciones de policía del Municipio de Caldas (Antioquia) (fls. 39-42).
3. Contrato de prestación de servicios No. 000071 de 2015, celebrado entre el Municipio de Caldas y el señor Libardo Antonio Carmona Holguín y cuyo objeto era prestar los servicios personales para apoyar la recuperación y control del espacio público en conjunto con las inspecciones de policía del Municipio de Caldas (Antioquia) (fls. 43-46).
4. Contrato de prestación de servicios No. 0004181 de 2014, celebrado entre el Municipio de Caldas y el señor Libardo Antonio Carmona Holguín y cuyo objeto era prestar los servicios personales para apoyar la recuperación y control del espacio público en conjunto con las inspecciones de policía del Municipio de Caldas (Antioquia) (fls. 39-42).
5. Otrosí de adición y prorroga al contrato de prestación de servicios No 071 de 2015. ( fls 47-48).
6. Adición y prorroga No 1 al contrato de prestación de servicios 068 de 2013. ( fls 56-57).
Analizados los contratos relacionados, es posible concluir que los objetos de los mismos, tenían similitud entre sí, Igualmente se deberá atender a lo dicho en los testimonios practicados en audiencia de pruebas (medio magnético obrante a folio 138 a 140 del cuaderno No 1 del expediente), para determinar las labores que ejecutaba el demandante, en razón a sus contratos.

Respecto a la relación laboral existente entre la demandante y el Municipio de Caldas, los testimonios cuyos dichos se recepcionaron en la audiencia de pruebas del 05 de septiembre de 2018, en especial, el testimonio del señor ALFIO DE JESUS PULGARIN HERRERA, dan cuenta de ello, así mismo, realizando el análisis de los elementos que estructuran una relación laboral, en cuanto a la subordinación, de los testimonios, se colige que el señor Libardo al momento de cumplir con sus labores, contaba con un superior; lo anterior se sustenta en lo expresado por los testigos  y si bien con los anteriores testimonios se determina la existencia de un superior jerárquico, el asunto a resolver es determinar a qué entidad estaba vinculado dicho superior y así determinar en razón de quién impartía ordenes; en estos temas el señor Alfio de Jesús testigo de la parte demandante manifestó lo siguiente:

“… pregunta el Despacho: que función desempeñaba don Libardo. contestó: defensor de espacio público. Pregunta el despacho: Don Libardo cumplía un horario. Responde: sí, Preguntado: que jornada laboraba. Respondió: teníamos horarios diferentes, es decir a veces nos tocaba trabajar de 8 de la mañana a tipo 6 o 7 de la noche, otras veces nos decían que a las 10 hasta tipo 9 o 10 de la noche. Pregunta el Despacho: y quién le daba esos horarios a usted y especialmente al señor Libardo Antonio. Contesto: el secretario de gobierno o la misma secretaria del mismo secretario de gobierno. Preguntado: El cumplió órdenes. Contesto: sí. Preguntado: bajo la subordinación de quien estaba el señor Libardo. contestó: de varias personas, en un momento dado el secretario de gobierno en otro momento dado la secretaria del secretario de gobierno, otro momento dado otras personas…” (Minuto 8:30 cd fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”
“…pregunta el apoderado de la parte actora: que ordenes específicas usted escucho o vio que le dieran al demandante. Responde: pues ordenes las normales pues cuando salíamos a laborar común y corriente, intervine el Despacho: y cuáles son las normales. Contestó: las funciones de defensores espacio público, que era ordenar a estas personas que estaban en venta ambulantes los mismos almacenes que sacaban las cosas para los lados de afuera interviene el Despacho: les asignaba zonas y quien se las asignaba. Contesto: si, las zonas no las daba el secretario de gobierno o la misma secretaria del secretario de gobierno o muchas veces también el señor Carlos Jaramillo, que trabajo en espacio público y nos daba órdenes. Interviene el Despacho: Y él era empelado del municipio. Contesto: si, el era empleado del municipio. (Minuto 11:37 cd fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”
Del testimonio anterior se desprende que la demandante debía cumplir con un horario, el cual era estipulado en la entidad accionada, para cumplir las labores, situación que se corrobora con las palabras del testigo.

Otro elemento que permite inferir la subordinación, en la relación existente entre el demandante y el Municipio de Caldas, es el suministro de equipos utilizados en la ejecución de las labores; como bien se desprende de lo dicho por el testigo HERIBERTO ANTONIO HOLGUIN GALLEHO, veamos:
“(…) pregunta el despacho. El señor Libardo Antonio portaba uniforme. Contesto: si, todos teníamos chaleco y el chaleco decía Alcaldía, funcionario de la Alcaldía… (Minuto 33:03 cd parte 2 fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”
“…Pregunta el apoderado: usted menciono que les daban un chaleco y también una gorra. Contesto: Nos daban chaleco y nos daban una gorra, todo con el distintivo de la Alcaldía. Pregunta: quedaba al criterio de don Libardo portar ese uniforme y esa gorra. Contesto: No, era obligatorio, eso y el carnet... (min 38:00 cd parte 2 fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”
Y de la subordinación:
(…) pregunta el Despacho. Que documentación tenía que elaborar ustedes en el ejercicio de la función que me acaba de describir en espacio público. Contesto: teníamos que hacer informe, y todos lo teníamos que firmar. Pregunta el despacho: y de la mercancía que retenían. Contesto: se hacía un documento donde se pasaba todo lo que se retenía y se le pasaba al inspector… (Minuto 34:44 cd parte 2 fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”

 (…) pregunta el apoderado de la parte actora: precísenos, que ordenes vio usted que le daban al demandante y quien.  Contesto:  por ejemplo, el secretario de gobierno llegaba y decía me hace el favor y tienen que trabajar hoy de tal hora a tal hora, por decir de 8 de la noche a 2 3 de la mañana necesito que todos los muchachos vayan y me ayuden a pasar toda una oficina, necesito que usted Libardo vaya a vigilar el estadio o coliseo, cosas así. (Minuto 35:48 cd fls 195195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)
(…) usted sabe si a don Libardo lo citaban a reuniones y con qué periodicidad, Contesto: si íbamos a reuniones casi todos los días, nos preguntaban que estábamos haciendo, fuera de los informes que teníamos que presentar todos los días, nos decían que teníamos que hacer y en el trascurso del día nos daban otras órdenes. Pregunta: quien citaba a don Libardo a esas reuniones y quienes asistían a esas reuniones. Contesto: asistíamos todos los de espacio publico secretario de gobierno policía e inspecciones y nos citaba el Secretario de Gobierno…” (min 39:01 cd parte 2 fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”
(…) Como controlaba el municipio de caldas el cumplimiento del horario de Libardo Carmona, si él trabajaba en la calle. Contestó: porque todos los días teníamos que llegar y al principio nos pusieron a firmar una con hora de entrada y salida y de ahí firmábamos y nos tocaba presentarnos ante el secretario de gobierno o la persona que estuviera a cargo…” (min 40:16 cd parte 2 fls 140 audiencia de pruebas de fecha 5 de septiembre de 2018)”
Así pues, de las pruebas testimoniales recaudadas, se puede concluir que el demandante realizaba actividades que daban cuenta de la existencia de una relación laboral, toda vez que debía cumplir un horario, acatar órdenes de sus superiores, y realizar todas aquellas funciones propias del cargo de defensor de espacio público, dependiendo de las actividades encomendadas a desarrollar. 

De conformidad con todo lo anterior, se concluye que se generó una relación laboral entre el señor LIBARDO ANTONIO CARMONA, y el MUNICIPIO DE CALDAS- ANTIOQUIA, puesto que debía cumplir su actividad de acuerdo a las directrices impartidas por dicha entidad, en un horario impuesto por esta y no bajo su propia dirección, circunstancias indicativas de la existencia de tal relación, por lo tanto, debe ser amparada en su derecho a partir del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades.
En consecuencia, se declarará la existencia de la relación laboral, esto es desde el 04 de febrero de 2013 y hasta el 18 de noviembre de 2015, sin tener en cuenta solución de continuidad y se ordenará a la entidad demandada, cancelar a la parte actora todos los salarios y prestaciones sociales a que tenían derecho los empleados de la entidad demandada, por el periodo enunciado y con base en la remuneración mensual que devengó el señor Libardo Antonio Carmona Holguín, debidamente indexadas.

Bajo esta óptica al momento de liquidar el valor de la condena no se podrá tener en cuenta la totalidad de dichos montos, sino la cuota parte de los aportes que le correspondía a la Entidad demandada siempre que el accionante demuestre haberla sufragado, tanto en salud como en pensiones.
De igual manera, se ordenará la cancelación de las sumas que la demandante aportó para seguridad social, por cada uno de esos periodos, lo cual configuro la relación laboral con el MUNICIPIO DE CALDAS ANTIOQUIA, y que por ley correspondían al empleador, debidamente indexadas y así mismo realizar los pagos a la seguridad social que dentro de esa única relación laboral estén pendientes.
Las sumas resultantes de esta condena se actualizarán en la forma como se indica en esta providencia, aplicando para ello la siguiente fórmula:

R= Rh Índice Final

       Índice Inicial

El valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por el demandante por concepto de prestaciones sociales, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE (vigente al último día del mes en que se ejecutoríe esta sentencia) por el índice inicial (vigente al último día del mes en que debió hacerse el pago). 

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la formula se aplicará separadamente, mes por mes.
En relación con la pretensión sobre la indemnización por el no pago de las cesantías, el despacho advierte que no hay lugar al reconocimiento de la indemnización moratoria, toda vez que esta sentencia es constitutiva de derecho y es a partir de ella que nacen las prestaciones en cabeza del beneficiario, por lo cual no hay viabilidad a reconocer esta sanción por incumplimiento, esto de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado
. 
Así en relación al reconocimiento del pago del subsidio familiar, el despacho debe advertir lo siguiente, el hecho de que en el presente caso, se demostró la existencia de una relación laboral oculta bajo la fórmula contractual, no implica que deba conferírsele al servidor la calidad de empleado público, ajustado al marco legal o reglamentario, pues esta categoría se alcanza cuando se cumplen las reglas constitucionales que someten el ingreso a la función pública, a saber, el nombramiento y la posesión, precedidas, a su turno, por otros presupuestos como la existencia de un régimen legal y reglamentario, una planta de personal, disponibilidad presupuestal, etc.
, razón por la cual no hay lugar al reconocimiento de dicha prestación.
6. Condena en Costas: El artículo 188 del CPACA señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Establece que habrá de condenarse en costa a la parte vencida en el proceso.
 7. De las excepciones: de los medios exceptivos invocados y conforme a lo decidido en audiencia inicial y en la presente providencia, advierte el despacho que ninguno está llamado a prosperar, ya que quedo ampliamente demostrado para el presente caso, la existencia de los elementos de la relación laboral, esto es, prestación personal del servicio, contraprestación y subordinación; y en este orden, el actor tiene derecho al pago de los salarios y prestaciones sociales como se explicó anteriormente.
En merito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

FALLA
PRIMERO: Se niegan las excepciones propuestas por el MUNICIPIO DE CALDAS-ANTIOQUIA.
SEGUNDO: Se declara la nulidad del acto administrativo contenido en el oficio No 008074 del 14 de junio de 2016 firmado por JOSE ALEJANDRO ZAPATA CORREA, ALCALDE (E) del MUNICIPIO DE CALDAS (ANTIOQUA), por medio del cual se desestimó los derechos reclamados por el demandante.
TERCERO: A título de restablecimiento del derecho, el MUNICIPIO DE CALDAS-ANTIOQUIA deberá reconocer y pagar al Señor Libardo Antonio Carmona Holguín las prestaciones sociales dejadas de percibir desde el 04 de febrero de 2013 y hasta el 18 de noviembre de 2015, sin solución de continuidad.
En consecuencia, se declarará la existencia de la relación laboral como se indicó, esto es desde el 04 de febrero de 2013 y hasta el 18 de noviembre de 2015, razón por la cual se ordenará a la entidad demandada, cancelar a la parte actora todos los salarios y prestaciones sociales a que tenían derecho los empleados de la entidad demandada (MUNICIPIO DE CALDAS- ANTIOQUIA), por el período laborado por el señor Libardo Antonio Carmona Holguín, liquidadas conforme al valor pactado en los contratos suscritos, de conformidad  a los argumentos esgrimidos en esta providencia.
CUARTO: SE CONDENA a la Entidad Demandada MUNICIPIO DE CALDAS-ANTIOQUIA a pagar al demandante las sumas que aportó para seguridad social, por el periodo laborado de conformidad al numeral anterior y que por ley correspondían al empleador, sumas debidamente indexadas.

QUINTO: Las sumas a que se condena a la entidad demandada por medio de esta sentencia se actualizarán, aplicando para ello la fórmula indicada en la parte motiva.

SEXTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

SÉPTIMO: Condenar en costas a la parte demandada, en la suma de tres (03) SMMLV, conforme a los artículos 188 del CPACA, 365 del C.P.C. y los Acuerdos 1887 y 2222 de 2003, emanados de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y demás normas concordantes.
OCTAVO: Dese cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

NOVENO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFIQUESE

OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ

JUEZA
� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 16 de febrero de 2012. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 41001-23-31-000-2001-00050- 01(1187-11).


� Cita del texto: “Ibídem”, se refiere a la siguiente cita: “Corte Constitucional. Sentencia del 19 de marzo de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara” 





� Citado en la Sentencia “Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”, sentencia de fecha 29 de septiembre de 2005, radicación No. 68001-23-15-000-1998-01445-01, referencia Nro. 02990-05, actor: Mónica María Herrera Vega, demandado: Municipio de Floridablanca, C.P.: Dr. Tarsicio Cáceres Toro.”


� Sentencia del 25 de enero de 2001, expediente No. 1654-2000, Magistrado ponente Nicolás Pájaro Peñaranda: “Como ya lo ha expresado la Corporación, para acceder a un cargo público se deben cumplir todos y cada uno de los requisitos señalados en la Constitución y en la Ley. La circunstancia de trabajar para el Estado, no confiere la condición de empleado público.”


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 19 de febrero de 2009. Consejera Ponente: Bertha Lucía Ramírez de Páez. Radicación 3074-05.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 16 de febrero de 2012. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 41001-23-31-000-2001-00050- 01(1187-11) 


� Sentencia del 25 de enero de 2001, expediente No. 1654-2000, Magistrado ponente Nicolás Pájaro Peñaranda.


� Sentencia del 31 de octubre de 2002, M.P. Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado


� Sentencia del H. Consejo de Estado en sentencia del 17 de abril de 2008 Exp. 2000 -00020 (2776 – 05) M. P. Jaime Moreno García.


� Consejo de Estado - Sección Segunda – Subsección “A”- el dos (2) de mayo de 2013, en el proceso radicado 05001233100020040374201, con ponencia del Magistrado Alfonso Vargas Rincón.


� A l respecto ver Corte Constitucional, sentencia C – 555 de 1994
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